STJSL-S.J. – S.D. Nº 071/18.-

--En la Provincia de San Luis, a trece días del mes de abril de dos mil dieciocho, se reúnen en Audiencia Pública los Señores Ministros Dres. LILIA ANA NOVILLO, MARTHA RAQUEL CORVALÁN y CARLOS ALBERTO COBO - Miembros del SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA, para dictar sentencia en los autos: “RECURSO DE CASACIÓN EN GUZMÁN EZEQUIEL FABIO (IMP) – MIRANDA CRISTIAN EZEQUIEL  (IMP) – VELÁZQUEZ HÉCTOR REINALDO (IMP) – GONZÁLEZ YAMIL EDUARDO (IMP) – FELIPPO JUAN ANTONIO (DAM) – AV. ROBO CALIFICADO POR EL USO DE ARMA DE FUEGO EN POBLADO Y EN BANDA” - IURIX INC Nº 132997/5.-

Conforme al sorteo practicado oportunamente, con arreglo a lo que dispone el artículo 268 del Código Procesal, Civil y Comercial, se procede a la votación en el siguiente orden: Dres. LILIA ANA NOVILLO, CARLOS ALBERTO COBO y MARTHA RAQUEL CORVALÁN.-

Las cuestiones formuladas y sometidas a decisión son:

I) ¿Es formalmente procedente el Recurso de Casación interpuesto?

II) ¿Existe en el fallo recurrido alguna de las causales enumeradas en el Art. 428 del Código Procesal Criminal?

III) ¿En caso afirmativo la cuestión anterior, ¿Cuál es la ley a aplicarse o la interpretación que debe hacerse del caso en estudio?

IV) ¿Qué resolución corresponde dar al caso en estudio?

V) ¿Cuál sobre las costas?

A LA PRIMERA CUESTIÓN, el Dr. CARLOS ALBERTO COBO, dijo: 1) Que en fecha 25/06/15 (fs. sub 1 y vta.) la defensa del condenado en autos Fabio Ezequiel Guzmán, interpuso Recurso de Casación, el que es fundado en fecha 10/07/15 (fs. sub 3/sub 9), contra la Sentencia dictada en Juicio Oral en fecha 22/06/15, dictada por la Excma. Cámara en lo Penal Nº 1 de la Primera Circunscripción Judicial, cuyos fundamentos obran en los autos principales (PEX N° 132997/12), y que resolvió declarar culpables a Yamil Eduardo González, Cristian Ezequiel Miranda, Héctor Reynaldo Velázquez y Ezequiel Fabio Guzmán, como autores penalmente responsables, del delito de ROBO CALIFICADO POR EL USO DE ARMA DE FUEGO CUYA APTITUD PARA EL DISPARO NO SE ENCUENTRA ACREDITADA  (art. 166 párrafo 3º del C.P.), en relación al art. 45 del mismo código y condenarlos a sufrir la pena de CUATRO AÑOS y SEIS MESES DE PRISIÓN, accesorias de ley y costas procesales, disponiendo que continúen alojados en el Servicio Penitenciario Provincial.- 
  Funda el recurso en lo normado por el inc. a) del art. 428 del Código Procesal Criminal, como asimismo en la doctrina sentada por el Máximo Tribunal de la República, a partir del fallo “Casal Eugenio” (CSJN 20-09-05) que entiende al Recurso de Casación, como una vía de impugnación más abierta, desarticulando la extensión limitada y extraordinaria que tradicionalmente se le asignara, y en la causal no reglada de arbitrariedad de sentencia.- 
2) Que corresponde en primer término, efectuar el pertinente análisis a los fines de determinar, si se ha dado cumplimiento a los requisitos establecidos por la normativa vigente, en punto a la admisibilidad del recurso en cuestión.-
Analizadas las constancias de la causa se observa, que el recurso ha sido interpuesto y fundado en término, se ataca una sentencia definitiva dictada en juicio Oral, encontrándose el recurrente exento del depósito establecido conforme al art. 431 del Código Procesal Criminal, fundando el mismo, en la causal del inc. a) del art. 428 del Código Procesal Criminal y en la doctrina del fallo “Casal” de la C.S.J.N., lo que conlleva a la admisibilidad formal del recurso incoado.-
En consecuencia, debe considerarse en este estudio preliminar y en mérito a lo dispuesto por el inc. a) del art. 442 del código de rito, que el recurso articulado deviene formalmente procedente.- 

Por ello, VOTO a esta PRIMERA CUESTIÓN por la AFIRMATIVA.-
Las Señoras Ministros, Dras. LILIA ANA NOVILLO y MARTHA RAQUEL CORVALÁN, comparten lo expresado por el Sr. Ministro, Dr. CARLOS ALBERTO COBO y votan en igual sentido a esta PRIMERA CUESTIÓN.
A LA SEGUNDA y TERCERA CUESTIÓN, el Dr. CARLOS ALBERTO COBO, dijo: 1) De los antecedentes de la causa surge, que de los fundamentos de la Sentencia de fecha 22 de Junio de 2015, se declara culpables a Yamil Eduardo González, Cristian Ezequiel Miranda, Héctor Reynaldo Velázquez y Ezequiel Fabio Guzmán, como autores penalmente responsables, del delito de ROBO CALIFICADO POR EL USO DE ARMA DE FUEGO CUYA APTITUD PARA EL DISPARO NO SE ENCUENTRA ACREDITADA  (art. 166 párrafo 3º del C.P.) en relación al art. 45 del mismo código, condenándolos a sufrir la pena de CUATRO AÑOS y SEIS MESES DE PRISIÓN, accesorias de ley y costas procesales, disponiendo que continúen alojados en el Servicio Penitenciario Provincial.- 
Manifiesta la defensa, con relación a la sentencia recurrida, que contiene argumentos notoriamente absurdos, contradictorios y arbitrarios que violentan el principio de congruencia, al haber condenado a Fabio Ezequiel Guzmán, como coautor responsable del delito referido, aplicando respecto de la valoración de la prueba, el principio constitucional de contradicción y de publicidad.-

Dice, que se alegarán los vicios “in procedendo” e “in iudicando” que afectan el resolutorio, por no haberse observado la ley sustantiva y las normas adjetivas.-
Como fundamento del presente recurso, en primer término expresa, que la Excma. Cámara, en la reconstrucción histórica de los hechos, ha dado por probado, que el hecho se encuentra acreditado como así también la participación de los imputados.-

Que al tiempo de alegar, la recurrente manifestó que los testimonios rendidos en audiencia pública por parte del denunciante, eran confusos y contradictorios, así dijo que vio tres personas en el interior del rodado color celeste, no cuatro; que la Comisaria había solicitado idéntikits por las dos personas  que habían ingresado en el local; y que el denunciante, en el sumario dio características físicas de los asaltantes, que no se compadecían con la del condenado Guzmán, por lo que en autos, no se encuentra acreditada la  materialidad del hecho, con relación al mismo.-
Que en segundo término, la recurrente planteó la nulidad del acta de procedimiento y como consecuencia, de la regla de exclusión de la prueba, al haberse llevado a cabo sin la firma de las personas que intervinieron en ella y sin tener facultades determinadas por ley para hacerlo, en clara infracción a lo preceptuado por los arts. 979, 980, 993 y 995 del C.C.-

Por último se refiere, a que planteó la nulidad de la requisa y posterior secuestro, por parte del personal del Comando Radioeléctrico, invocando la garantía de inviolabilidad del domicilio, ya que se redujo a los ocupantes del vehiculo, entre ellos a Fabio E. Guzmán sin orden judicial, sin que hubiera el factor de urgencia o necesidad, para que se actuara de esa manera.- 

2) En fecha 22/11/17 contesta traslado el Sr. Fiscal de Cámara, de la Primera Circunscripción Judicial.-
3) En fecha 24/05/17 (Actuación 7260626) dictamina el Sr. Procurador General de la Provincia quien considera, que los argumentos exhibidos por el recurrente, no demuestran de por si la procedencia del recurso, no logrando conmover la sentencia que ataca, y que analizada ésta, tampoco se observa que la misma contenga una irrazonable derivación del derecho vigente, pues no especifica, qué norma fue aplicada en forma incorrecta y la vaguedad que imputa, la defensa en las testimoniales, no logra desvirtuar el secuestro de un arma chica, de la guantera del rodado, por lo que no se admiten dudas de la responsabilidad penal del encartado Ezequiel Fabio Guzmán.- 
4) El recurso de casación ha sido definido como el medio de impugnación a través del cual, por motivos de derecho específicamente previstos en la ley, una parte postula la revisión de los errores jurídicos atribuidos a la sentencia de mérito que la perjudica, reclamando la correcta aplicación de la ley sustantiva, o la anulación de la sentencia y una nueva decisión, con o sin reenvío a un nuevo juicio. (TRATADO DE LOS RECURSOS, Tomo III, Recurso de Casación Penal, por Jimena Jatip, Págs. 39/82. Ed. Rubinzal Culzoni).-
Calamandrei, en su obra "Estudio sobre el Proceso Civil", Ed. Bibliográfica Argentina, B.A. 1961, afirma que: “el recurso de casación es una acción de impugnación que se propone ante el órgano jurisdiccional supremo para obtener la anu​lación de una sentencia de un juez inferior que contenga un error de derecho en la decisión de mérito".-
Sin perjuicio de ello, con el alcance del nuevo Recurso de Casación, surgido de la sentencia de la Corte Suprema en “Casal Matías Eugenio”, del 29/9/2005, según la cual, después de la reforma constitucional de 1994 (cfr. art. 75 inc. 22), y teniendo en cuenta la jurisprudencia internacional (en particular “HERRERA ULLOA”, 1994, de la Corte Interamericana de Derechos Humanos), todo condenado tiene derecho a recurrir la sentencia para que un tribunal superior revise integralmente los fundamentos del fallo, incluidos los que hacen a la prueba del hecho, con el único límite de los que están íntimamente ligados a la inmediación real.-
La Corte remarcó, que la norma procesal que regula el Recurso de Casación (arts. 456 en la Nación, 428/429 Cód. Proc. Crim. Provincial), no restringe el alcance de la casación entendida de este modo, sino que había sido interpretada restrictivamente –y por ende de modo inconstitucional-, y por ello no declaró su inconstitucionalidad, sino que estableció cuál era el criterio con que debe ser interpretada.-
5) Sentado lo anterior adelanto, que comparto los fundamentos dados por el Sr. Procurador General en su dictamen de fecha 24/05/17, ya que como bien se sostiene en el mismo, el recurso intentado debe ser rechazado.- 
Que, del detenido estudio de la cuestión sometida a consideración se advierte, que si bien el recurrente funda la casación en la causal del art. 428  inc. a) del C.P. Crim., no es menos cierto que dichas cuestiones en definitiva, se refieren a la valoración de los hechos y a materia de prueba merituadas en su oportunidad por la Cámara, con resultado adverso para el recurrente, y a una supuesta violación del principio del debido proceso y la igualdad ante la ley.- 
Que los agravios de la recurrente resultan inatendibles, pues se traducen en el desconocimiento de los principios que informan el proceso penal,  de la libre convicción y sana crítica racional, y refiere que la sentencia de Cámara contiene argumentos notoriamente absurdos, contradictorios y arbitrarios, que violentan el principio de congruencia.-
Por lo demás, tiene dicho la Corte Suprema de Justicia de la Nación, que los Jueces no están obligados a ponderar una a una y exhaustivamente, todas las constancias de la causa, sino solo aquellas que estimen conducentes para fundar sus conclusiones (Fallos 311:571) y para la correcta solución del litigio (311:571), y tampoco están obligados a tratar todas las cuestiones propuestas por las partes, ni analizar los argumentos que, a su juicio, no sean decisivos (301:970 y 311:191); y la Cámara Nacional de Casación Penal aseveró que los fundamentos, aún cuando concisos y breves, son suficientes para observar la fundamentación exigida por el art. 123 del C.P.P.N.- nuestro 361 inc. 3° (Sala II, in re “NINONE, Salvador A. s/ RECURSO DE CASACIÓN”. C. N° 534, reg. N° 664 del 9/10/95).-

A todo evento se aprecia, que en el texto del fallo no aparecen vicios de razonamiento, pues se han consignado razones suficientes que justifican los juicios que en él se expresan y aparecen reflejados de manera clara, tanto respecto al hecho mismo, como a su desarrollo, valoración de la prueba, autoría y encuadre legal, y el tribunal casatorio debe atenerse a ello y sin avanzar en el juicio cuando, como en el caso, el razonamiento del juzgador se presenta exento de arbitrariedad o absurdo.-

Abundante doctrina ha puntualizado, que no es suficiente enunciar principios de razonamiento y anunciar que han sido violados. En la casación se debe indicar cómo y dónde resultan vulnerados, explicando cómo construyó su resolución el Juez y determinar el momento y el lugar dónde se apartó del iter correcto, indicar porqué esa construcción lógica y legal no es consecuencia de un proceso ordenado de razonamiento y exponer cuál habría sido la manera correcta de elaborarla (ver Olsen Ghirardi, Lógica del Proceso Judicial, 2da. Ed. Lerner Editorial S.R.L., Córdoba, 2005).-
Respecto a la valoración de la prueba efectuada en la sentencia, la misma luce congruente con relación a las pruebas admitidas y valoradas en la causa y en el debate oral considerando, que la misma se encuentra fundada y motivada, no observándose una irrazonable derivación del derecho vigente;  y la mera discrepancia del casacionista, sin una fundamentación que contradiga los fundamentos de aquella, no puede prosperar.-
Que al respecto, las presentes actuaciones se inician con el Acta de Procedimiento Policial, de fecha 27/11/12, que obra a fs. 1/3 (PEX N° 123997/12) donde consta, que en un local de ferretería y elementos de limpieza del Bº Cerro de la Cruz, una persona había sido víctima de un asalto a mano armada, aportando como datos, que los autores serian cuatro masculinos que se conducían en un vehículo marca Fiat, modelo 128 de color celeste con manchas de antióxido. Que ubican el vehículo con el capot abierto y con cuatro personas  de sexo masculino y con la presencia de dos testigos, siendo los mismos, los ciudadanos Roque Eduardo Lucero y Santiago Alonso Gil, inician las actuaciones pertinentes. Los integrantes del citado rodado eran: Héctor Reynaldo Velázquez, Yamil Eduardo González, Fabio Ezequiel Guzmán y Cristian Ezequiel  Miranda. Se requisa el rodado y se encontró debajo del asiento del conductor, un cuchillo  de aproximadamente 20 cm de largo, distintas prendas de vestir, un arma de fuego tipo revolver calibre 22 largo con tambor volcable de 8 alveolos, y en el baúl del rodado, se halló un set de accesorios de grifería de baño de 8 piezas de material cerámico de color blanco, una hornalla tipo anafe para camping, un aparato de gimnasia tipo escalador, un auto stereo marca Philco. Se traslada a los demorados, al hospital del Oeste y luego a la Comisaria Séptima.-
Sabido es, que el inicio de las actuaciones mediante la prevención policial, constituye uno de los actos promotores de la acción penal, previstos por el art. 80 del C.P. Crim.-

Se ha sostenido que: “En cuanto a la valoración de las actuaciones policiales, que debe partirse del principio de veracidad de las mismas, ello es así dado que por estricta aplicación de los arts. 167 y 168 inc. 5º del C.P.P. la fuerza policial está facultada a actuar ya sea por iniciativa propia, por denuncia u orden de autoridad competente, con la finalidad de individualizar a los culpables y reunir las pruebas necesarias para dar sustento a la acusación. Tales facultades surgen expresamente del inc. 5º del art. 168 del C.P.P. que prevé la ejecución de requisas urgentes en tales supuestos. Dicha autorización tiene su fundamento y razón de ser en la necesidad de asegurar y mantener el estado de las cosas, pertenencias y rastros materiales del delito, que podrían perderse de tener que esperar el cumplimiento de formalismos rituales…” (Cfr. Salcedo, Gabriel Nicolás y otro s. Tentativa de robo /// Cámara Segunda en lo Criminal, Formosa, Formosa; 01-12-2010; Departamento de Informática Jurisprudencial del Poder Judicial de Formosa; RC J 481/13, en http://www.rubinzal.com.ar/jurisprudencia/buscador, acceso 14/12/17. (El subrayado es propio).- 

En el caso, de las probanzas rendidas en el juicio, la Excma. Cámara tiene por acreditado, que respecto de la existencia material del evento, el mismo ha quedado demostrado con los elementos de prueba reseñados en el Debate, por lo que se tiene por acreditado fehacientemente, que el día 27/11/12  siendo aproximadamente las 18 hs, en el Bº Los Paraísos, Manzana  260, C. 19 en el local comercial “Virgen de Guadalupe”, mientras estaba siendo atendido por el Sr. Juan Antonio Fillippo, ingresaron dos personas, uno de ellos armado con un arma de fuego y sustraen del local, dinero de la caja registradora y una caja de accesorios para baño y otros objetos que se encontraban en el negocio. Que luego se dan a la fuga con otras personas que los esperaban afuera, en un vehículo marca Fiat 128 de color celeste y que ello surge de las  declaraciones vertidas en el juicio de: Juan Antonio Filipo, quien resultó ser una de las víctimas y de los testimonios de quienes lo auxiliaron una vez pasado el hecho, como el Sr. José Fernando Gennero.- 
Para lograr dicho convencimiento, la Excma. Cámara ha valorado los testimonios de: 1) Marcelo Ariel Castro Ochoa (policía), quien a fs. 247 y vta., presta declaración testimonial, ratificando su intervención como instructor a fs. 1/7 de autos y dijo, que tuvo participación en la intersección del vehículo en cuestión, que el mismo estaba parado, que adentro había tres personas y otro parado a la altura del motor con el capot levantado y que detuvieron cuatro personas en ese operativo. Que con él llegó también, el oficial Mario Alberto Garay y que adentro del vehículo había un arma de fuego. 2) El oficial Mario Garay declaró a fs. 245 y vta., y ratifica su intervención, como secretario (fs.1/10) y sostuvo, que tuvo participación en el hecho que se investiga, ya que interceptó el vehículo junto con Marcelo Castro Ochoa. Que al vehículo lo ubican por las características dadas y que estaba estacionado con el capot abierto, siendo coincidente su testimonio con el anterior. 3) El oficial Javier A. Quiroga en el debate dijo, que suscribió el Acta de requisa y secuestro del vehículo y de elementos, que obra a fs. 8/9. 4) Asimismo, el alférez ayudante de policía Omar Leandro Jofré, a fs. 253/254 ratifica en todas sus partes, la declaración testimonial de fs. 32 y vta., y refirió que vio a los ocupantes del vehículo porque llegó al procedimiento y que estaba de guardia, y que observó el vehículo Fiat 128, que en el mismo había cuatro personas y al ver el móvil comienzan a irse a gran velocidad y los pierde por un desperfecto de su móvil y les avisa a sus compañeros.- 
Que a fs. 144/147 del PEX 132997/12, obra declaración testimonial del Sr. Juan Antonio Felippo, en la cual ratifica su denuncia de fs. 15 y vta., y  también del Acta de Reconocimiento de fs. 20 y vta. (Acta de exhibición y reconocimiento de elementos) y de fs. 45 (Acta de exhibición y reconocimiento de prendas de vestir) y en el Debate dijo, que estaba con sus nietos  de 17 y 8 años en el local y que vio que frenó un auto y entraron dos personas, uno con un arma y que empiezan a sacar cosas del negocio. También expresó, que un vecino había acudido -José Gennero- y que éste vio que habían subido a un Fiat celeste.  Describió a la persona que le apuntó con el arma y dijo que era alto y trigueño y el otro robusto con gorra, y jóvenes, y que antes del hecho, vio el auto que frenó y que había más de dos personas, que eran tres o cuatro.-

También se tuvo en cuenta el testimonio de los testigos de la requisa personal y del automotor, Sr. Roque Eduardo Lucero, que a fs. 227 luce su  declaración testimonial ratificando su intervención como testigo presencial de las actas, de Requisa  Personal (fs. 4/7 y vta.),  de secuestro del rodado (fs. 8/9) y del acta de levantamiento y secuestro de elementos (fs. 10) y Sr. Santiago Alonso Gil, que a fs. 142/143 ratificó su intervención en las actas citadas y refirió que las mismas se realizaron en su presencia, que eran cuatro los detenidos y que se tomaron fotos al momento de encontrar el arma; al igual que la testigo Sra. Edith B. Falcón Blanco, que a fs. 233 y vta., ratificó las actas de secuestro de elementos, obrantes a fs. 41/44 del Expte. penal, que como testigo de las actuaciones vio accesorios de grifería de baño y que, a las actas las completaron en su presencia.-  
Que también resulta relevante el testimonio del Sr. José F. Gennero,  quien a fs. 19 y vta., declaró que estaba en la vereda y observó que en la calle venía circulando marcha atrás un automóvil Fiat 128 de color celeste con detalles de pintura de color oxido gris, con dos personas de sexo masculino, que le pareció extraña la maniobra y que se estaciona. Luego ve  a dos individuos con cajas, una con accesorios de baño y que se introducen al auto. De repente al conductor se le detiene el auto, lo empujan y arrancó. Posteriormente observa a un vecino que le dijo que lo asaltaron en un auto Fiat 128 celeste.-
Que a fs. 229/230, obra Acta de Reconocimiento en rueda de personas, en donde el Sr. Juan Antonio Felippo manifestó, que entre las personas que componen la fila que tiene a su vista, se encuentra el que designó en su declaración y reconoció que es el que se encuentra ubicado en la fila Nº 3 (Guzmán Fabio Ezequiel).-   

Que en el caso bajo estudio, quedó patentizado la idoneidad probatoria de los elementos vinculantes, como los testimonios dados por el Sr. Juan Antonio Felippo, Roque Eduardo Lucero, José F. Gennero, que fueron contestes y coincidentes en relatar sobre la materialidad del hecho; asimismo la prueba documental incorporada  y demás elementos de investigación (pericias de identikits de fs. 66/69, 70/73 y 74/76; de croquis  y vistas del lugar del hecho de fs. 78/81; las fotos correspondientes al momento de la detención de los procesados, del arma utilizada, de los elementos incautados del vehículo y de los elementos secuestrados que lucen a fs. 86/110; Acta de Inspección Ocular de fs. 148 y vta.),  con suficiente entidad como para conformar certeza sobre los hechos - existencia material del evento y certeza necesaria sobre la participación en coautoría en la empresa delictiva - que tienen por configurado el delito de ROBO CALIFICADO POR EL USO DE ARMA DE FUEGO CUYA APTITUD PARA EL DISPARO NO SE ENCUENTRA ACREDITADA  (art. 166 párrafo 3º del C.P.) en relación al art. 45 del mismo código,  por parte de Fabio Ezequiel Guzmán en perjuicio del Sr. Juan Antonio Felippo, condenándolo en consecuencia, a sufrir la pena de CUATRO AÑOS y SEIS MESES DE PRISIÓN, accesorias de ley y costas procesales, disponiendo que continúe alojado en el Servicio Penitenciario Provincial.- 
Así entonces debo señalar, que la determinación de la materialidad ilícita objeto de juzgamiento, y la autoría responsable de Fabio Guzmán, ha encontrado suficiente y racional sustento en la valoración armónica y conjunta del material convictivo, (dado por el reconocimiento del damnificado, a Ezequiel Guzmán como el primero que entra portando el arma y también por el reconocimiento de la ropa usada y por las actuaciones policiales, las cuales han sido ratificadas en el juicio, al igual que las declaraciones testimoniales), que fue relevado por el tribunal sentenciante, sin que en dicha operación se verifique la presencia de vicio o defecto alguno, que importe una vulneración de las reglas de la sana crítica racional, ni su presencia es demostrada por cierto, a través de los argumentos vertidos en el recurso que es objeto de análisis.-
Que se sostiene, que el principio de congruencia deriva de la garantía de defensa en juicio establecida en el art. 18 de la C.N., y exige que medie correlación o identidad, entre el hecho imputado en las sucesivas etapas procesales y el establecido en el veredicto y la sentencia, para así evitar la sorpresa procesal que supondría la alteración de la plataforma fáctica al momento de sentenciar, y con ello el perjuicio que tal circunstancia supondría para las posibilidades de defensa.-
 En mérito a ello, corresponde rechazar el recurso de casación, por los motivos expresados ut supra, al no verificarse en el caso a estudio, la configuración de las causales señaladas por el impugnante, sino que se observa más bien un simple interés o disconformidad con lo resuelto, ya que el hecho se encuentra debidamente acreditado al existir prueba directa, e indirectamente con fuerza probatoria de certeza.-
“En lo que respecta a la fundamentación probatoria, compete a esta Sala verificar la aplicación de las reglas de la sana crítica en la valoración de las pruebas en el caso concreto, con el único límite de lo que no resulte revisable, esto es, lo que surja directa y únicamente de la inmediación. Y que si la obligación constitucional y legal de motivar la sentencia impone al Tribunal de mérito- entre otros recaudos- tomar en consideración todas las pruebas fundamentales legalmente incorporadas en el juicio y efectuar dicha ponderación conforme la sana crítica racional (art. 193 CPP), resulta claro que el recurso que invoca la infracción a las reglas que las integran – lógica, psicología, experiencia- debe también contraponer un análisis de todo el cuadro convictivo meritado, y en función de éste, a su vez evidenciar la decisividad del vicio que se denuncia, de acuerdo a lo prescripto por el art. 413 inc. 4 del CP. Por ello, resulta inconducente una argumentación impugnativa que se contenta sólo con reproches aislados que no atienden al completo marco probatorio o que esgrime un defecto carente de trascendencia en una apreciación integrada de aquél. En tales supuestos, al no efectuar un abordaje que agote las distintas premisas que sostienen la conclusión que causa agravio, la crítica no alcanza a enervarla y la decisión transita incólume el control casatorio”. (Ohanian, Andrea y otro s. lesiones culposas – Recurso de casación. Tribunal Superior de Justicia, Córdoba; 02-mar-2012; Sumarios Oficiales Poder Judicial de Córdoba; RC J 676/14).-
Por ende, no corresponde en esta oportunidad, juzgar los motivos que formaron la convicción del Tribunal que dictó la sentencia impugnada, señalándose al respecto que: “es insuficiente que el recurso se limite a exteriorizar la discrepancia con las conclusiones del fallo, siendo menester que se demuestre que se haya incurrido en flagrantes incoherencias o la infracción de las leyes de la lógica. Lo contrario es obligar a inferencias impropias de este recurso” (C.S. Bs. As.: In re – “CARBONEL GREGORIO Nº 23.785, FARIÑA JUAN Nº 24.126).-

Al respecto se tiene dicho, que asumir facultades de los tribunales de mérito, es crear una tercera instancia ordinaria. No puede pretenderse, que por el recurso de casación se llegue a este punto, con el fin de reeditar la justicia material de la sentencia de los Tribunales de grado, sino “el restablecimiento del imperio de la Ley, y lleva por consiguiente, una función pública con prescindencia de los intereses de las partes” (Cfr. STJSL, “ROMERO ROQUE DANIEL – RECURSO DE CASACIÓN”, 29-11-05, “BAIGORRIA SILVIA GRACIELA c/ SAISA  – DEMANDA LABORAL - RECURSO DE CASACIÓN”, 27-03-2007, entre otros).-   
Al  respecto se tiene dicho: “La sana crítica racional como regla de valoración  probatoria supone la existencia de ciertos principios generales que deben guiar en cada caso la apreciación de la prueba, excluyendo la discrecionalidad del juzgador. En consecuencia al valorar las pruebas a través de 
la regla de la sana crítica racional implica la unión entre la aplicación de los principios de la lógica y la experiencia (“máximas de experiencia”), sin abstracciones de orden intelectual y que propenda a asegurar un eficaz razonamiento. En aplicación de dichas reglas el magistrado resulta soberano en la selección de pruebas, pudiendo preferir unas y descartar otras. La sola omisión de considerar el exámen de determinada prueba, no configura agravio atendible si el fallo apelado contempla y decide aspectos singulares de la cuestión y la resuelve con otros elementos de juicio”. (Prov. de Mendoza vs. Drago María s. Expropiación, Tercera Cámara de Apelaciones en lo Civil, Comercial, Minas, de Paz y Tributario. Mendoza: 10-abr-2012; Rubinzal Online; RC J 3356/12).-
Habida cuenta de la naturaleza y contenido de los agravios analizados debo recordar, que la ley no impone reglas generales para comprobar algunos ilícitos, ni fija en abstracto, el valor de cada prueba, dejando al sentenciante en libertad de admitir, la que tenga por útil y conducente, a los fines del proceso, asignándole dentro de los límites fijados por la razonabilidad, la importancia que poseen para la determinación de los hechos.- 
En consecuencia, debo destacar que el fallo atacado no viola los principios del debido proceso ni del de defensa en juicio, ni luce contradictorio, por el contrario, se han consignado suficientes las razones que llevan a determinar las conclusiones expresadas, por lo que el recurso articulado deviene improcedente, y debe ser rechazado.- 
Por todo ello, VOTO a estas SEGUNDA y TERCERA CUESTIÓN, por la NEGATIVA.-
Las Señoras Ministros, Dras. LILIA ANA NOVILLO y MARTHA RAQUEL CORVALÁN, comparten lo expresado por el Sr. Ministro, Dr. CARLOS ALBERTO COBO y votan en igual sentido a estas SEGUNDA y TERCERA CUESTIÓN.
A LA CUARTA CUESTIÓN, el Dr. CARLOS ALBERTO COBO, dijo: Que en consecuencia y atento como se han votado las cuestiones anteriores, corresponde el rechazo del Recurso de Casación articulado en fecha 25/06/15 (fs. sub 1 vta.). ASÍ LO VOTO.-

Las Señoras Ministros, Dras. LILIA ANA NOVILLO y MARTHA RAQUEL CORVALÁN, comparten lo expresado por el Sr. Ministro, Dr. CARLOS ALBERTO COBO y votan en igual sentido a esta CUARTA CUESTIÓN.
A LA QUINTA CUESTIÓN, el Dr. CARLOS ALBERTO COBO, dijo: Costas al recurrente. ASÍ LO VOTO.- 
Las Señoras Ministros, Dras. LILIA ANA NOVILLO y MARTHA RAQUEL CORVALÁN, comparten lo expresado por el Sr. Ministro, Dr. CARLOS ALBERTO COBO y votan en igual sentido a esta QUINTA CUESTIÓN.
Con lo que se da por finalizado el acto, disponiendo los Sres. Ministros la Sentencia que va a continuación:

San Luis, trece de abril de dos mil dieciocho.-

Y VISTOS: En mérito al resultado obtenido en la votación del Acuerdo que antecede, SE RESUELVE: I) Rechazar el Recurso de Casación articulado en fecha 25/06/15.-
II) Costas al recurrente.

REGÍSTRESE y NOTIFÍQUESE.- 

La presente Resolución se encuentra firmada digitalmente por los Sres. Ministros del Superior Tribunal de Justicia, Dres. LILIA ANA NOVILLO, MARTHA RAQUEL CORVALÁN  y CARLOS ALBERTO COBO, en el sistema de Gestión Informático del Poder Judicial de la Provincia de San Luis.-
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